
 

Bogotá D.C.,  
 

10 
Respetado(a) Señor (a): 

[Datos personales eliminados en virtud de la Ley 1581 de 2012] 
 
Asunto:        Radicación:  17-56597--3 

Trámite:  113  
Evento:  0  
Actuación:  440  
Folios:  1 

 
Reciba cordial saludo. 
 
De conformidad con lo previsto en el artículo 28 de la Ley 1755 de 2015, que sustituyó el 
Título II del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
fundamento jurídico sobre el cual se funda la consulta objeto de la solicitud, procede la 
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO a emitir un pronunciamiento, en 
los términos que a continuación se pasan a exponer, así:   
1. OBJETO DE LA CONSULTA. 

  
Atendiendo a la consulta por usted radicada en esta entidad a través de su comunicación 
de fecha 6 de marzo de 2017 en la cual señala: 
 “Los propietarios y nosotros, queremos conocer si la constructora está obligada a tomar 
una poliza a favor delos propietarios que garantice la estabilidad de la obra. En caso de 
algùn defecto constructivo en la parte estructural que ocurra antes de los 10 año, como 
podría responderse a los compradores y garantizar que la inversión no corra riesgo. 
Como se responde en un caso similar como el del edificio Space de Medellìn.”(sic) 
 
2. CUESTIÓN PREVIA  

 
Reviste de gran importancia precisar, en primer lugar, que la SUPERINTENDENCIA DE 
INDUSTRIA Y COMERCIO a través de su Oficina Asesora Jurídica no le asiste la facultad 
de dirimir situaciones de carácter particular, debido a que, una lectura en tal sentido, 
implicaría la flagrante vulneración del debido proceso como garantía Constitucional. 
 



 

Al respecto, la Corte Constitucional ha establecido en la Sentencia C-542 de 2005: 
 “Los conceptos emitidos por las entidades en respuesta a un derecho de 

petición de consulta no constituyen interpretaciones autorizadas de la ley 
o de un acto administrativo. No pueden reemplazar un acto 
administrativo. Dada la naturaleza misma de los conceptos, ellos se 
equiparan a opiniones, a consejos, a pautas de acción, a puntos de vista, 
a recomendaciones que emite la administración pero que dejan al 
administrado en libertad para seguirlos o no”. 

 
Ahora bien, una vez realizada la anterior precisión, se suministrarán las herramientas de 
información y elementos conceptuales necesarios que le permitan absolver las 
inquietudes por Usted manifestadas, como sigue:  
3. FACULTADES DE LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO EN 

MATERIA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR  
En atención al tema de su consulta, le informamos que las funciones de la 
Superintendencia de Industria y Comercio, según lo disponen los numerales 22 al 31, 42 
al 46 y 61 al 66 del artículo 1 del Decreto 4886 de 2011, a través del cual se modificó la 
estructura de la Entidad, en materia de protección al consumidor, tiene entre otras, las 
siguientes facultades: 
  Velar por la observancia de las disposiciones sobre protección al consumidor. 

 
 Adelantar procedimientos por violación al régimen de protección del consumidor, en 

ejercicio de funciones administrativas y jurisdiccionales.  
  Imponer sanciones por violación al régimen de protección al consumidor, una vez 
surtida una investigación. 
  Impartir instrucciones en materia de protección al consumidor con el fin de establecer 
criterios y procedimientos que faciliten el cumplimiento de las normas. 

 
En virtud de dichas competencias, entre otras, las funciones que cumple esta 
Superintendencia se relacionan con temas concernientes a la calidad, la idoneidad y las 
garantías de los bienes y servicios, así como, la verificación de la responsabilidad por el 
incumplimiento de las normas sobre información veraz y suficiente, publicidad engañosa 
e indicación pública de precios, y protección contractual (cláusulas abusivas).  
 
3.1. Facultad Jurisdiccional de la Superintendencia de Industria y Comercio  
 
El artículo 116 de la Constitución Política autoriza la atribución de facultades 
jurisdiccionales excepcionales y en ciertas materias, a las autoridades administrativas. 



 

 
En desarrollo del mandato constitucional, la Ley 446 de 1998, le atribuyo dichas 
facultades a esta Superintendencia.  
 
Al respecto, la Corte Constitucional mediante sentencia C- 1071 de 2012, consideró: 
 “Siempre y cuando, por los procedimientos constitucionales previstos, la 

estructura y funcionamiento de esa superintendencia sean ajustados 
para asegurar que no podrá el mismo funcionario o despacho de la 
Superintendencia de Industria y Comercio ejercer funciones 
jurisdiccionales respecto de casos de protección al consumidor, en los 
cuales ya se hubieran pronunciado con anterioridad, con motivo del 
ejercicio de alguna de sus funciones administrativas, ya fuere inspección, 
vigilancia o control en la materia. Tales tareas deben ser desarrolladas 
por funcionarios distintos, que no tengan relación alguna de sujeción 
jerárquica o funcional frente a quienes dictaron o aplicaron 
pronunciamientos en materia de protección al consumidor que se refieran 
directamente al asunto que se somete a su conocimiento” 1. 

 
Estas funciones jurisdiccionales, en materia de litigios o conflictos derivados de 
relaciones de consumo, fueron confirmadas por la Ley 1480 de 2011 (Estatuto del 
Consumidor).  
 
En efecto, establece el numeral 3 del artículo 56 de la Ley 1480 de 2011 (Estatuto del 
Consumidor): 
 “Artículo 56. Acciones Jurisdiccionales. Sin perjuicio de otras formas 

de protección, las acciones jurisdiccionales de protección al consumidor 
son: 
 
(…) 
 3. La acción de protección al consumidor, mediante la cual se decidirán 
los asuntos contenciosos que tengan como fundamento la vulneración de 
los derechos del consumidor por la violación directa de las normas sobre 
protección a consumidores y usuarios, los originados en la aplicación de 
las normas de protección contractual contenidas en esta ley y en normas 
especiales de protección a consumidores y usuarios; los orientados a 
lograr que se haga efectiva una garantía; los encaminados a obtener la 
reparación de los daños causados a los bienes en la prestación de 
servicios contemplados en el artículo 18 de esta ley o por información o 
publicidad engañosa, independientemente del sector de la economía en 
que se hayan vulnerado los derechos del consumidor. 

                                                           
1  Corte Constitucional Sentencia C- 1071 de 2012 



 

 
(…)”. (Subrayas nuestras). 

 
En vigencia de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso), su artículo 24 
consagra que la Superintendencia de Industria y Comercio tiene funciones de tipo 
jurisdiccional en relación con las materias de protección al consumidor.  
 
Dispone el referido artículo 24 del Código General del Proceso, lo siguiente: 
 

“Artículo 24. Ejercicio de funciones jurisdiccionales por autoridades administrativas. Las autoridades administrativas a las que se refiere 
este artículo, ejercerán funciones jurisdiccionales conforme a las 
siguientes reglas:  
 
1. La Superintendencia de Industria y Comercio en los procesos que 
versen sobre:  
 
a) Violación a los derechos de los consumidores establecidos en el 
Estatuto del Consumidor.   
 
(…)”. (Subrayas nuestras). 

 
Así, mientras la actuación administrativa tiene como fin, imponer una sanción, y se inicia 
de oficio o a través de una queja o denuncia para proteger un interés de carácter general, 
una demanda judicial o jurisdiccional de protección al consumidor se inicia para proteger 
derechos particulares en las relaciones de consumo.  
En consideración a lo anterior, el consumidor puede iniciar la acción judicial de protección 
al consumidor con el fin de que se protejan sus derechos cuando considere que estos se 
encuentran amenazados o vulnerados en el marco de una relación de consumo. Lo 
anterior, a través de los procedimientos judiciales establecidos en la ley procesal civil. 
 
4. GARANTÍA. 

 
El artículo 5 de la Ley 1480 de 2011 define los términos relacionados con la garantía los 
cuales para el caso en concreto pueden ser útiles los siguientes: 
 “1. Calidad: Condición en que un producto cumple con las características 

inherentes y las atribuidas por la información que se suministre sobre él. 
 

3. Consumidor o usuario. Toda persona natural o jurídica que, como 
destinatario final, adquiera, disfrute o utilice un determinado producto, 
cualquiera que sea su naturaleza para la satisfacción de una necesidad 
propia, privada, familiar o doméstica y empresarial cuando no esté ligada 



 

intrínsecamente a su actividad económica. Se entenderá incluido en el 
concepto de consumidor el de usuario. 
 
5. Garantía: Obligación temporal, solidaria a cargo del productor y el 
proveedor, de responder por el buen estado del producto y la 
conformidad del mismo con las condiciones de idoneidad, calidad y 
seguridad legalmente exigibles o las ofrecidas. La garantía legal no 
tendrá contraprestación adicional al precio del producto. 
 
6. Idoneidad o eficiencia: Aptitud del producto para satisfacer la 
necesidad o necesidades para las cuales ha sido producido o 
comercializado. 
 
7. Información: Todo contenido y forma de dar a conocer la naturaleza, 
el origen, el modo de fabricación, los componentes, los usos, el volumen, 
peso o medida, los precios, la forma de empleo, las propiedades, la 
calidad, la idoneidad o la cantidad, y toda otra característica o referencia 
relevante respecto de los productos que se ofrezcan o pongan en 
circulación, así como los riesgos que puedan derivarse de su consumo o 
utilización. 
 
8. Producto: Todo bien o servicio. 
 
9. Productor: Quien de manera habitual, directa o indirectamente, diseñe, 
produzca, fabrique, ensamble o importe productos. También se reputa 
productor, quien diseñe, produzca, fabrique, ensamble, o importe productos sujetos a reglamento técnico o medida sanitaria o fitosanitaria. 
 
11. Proveedor o expendedor: Quien de manera habitual, directa o 
indirectamente, ofrezca, suministre, distribuya o comercialice productos 
con o sin ánimo de lucro. 
 
17. Producto defectuoso es aquel bien mueble o inmueble que en razón 
de un error el diseño, fabricación, construcción, embalaje o información, 
no ofrezca la razonable seguridad a la que toda persona tiene derecho.” 

 
Por su parte, el artículo 7 de la Ley 1480 de 2011 define la garantía legal de la siguiente 
manera:  

"Es la obligación, en los términos de esta ley, a cargo de todo productor 
y/o proveedor de responder por la calidad, idoneidad, seguridad y el buen 
estado y funcionamiento de los productos. 
En la prestación de servicios en el que el prestador tiene una obligación 
de medio, la garantía está dada, no por el resultado, sino por las 
condiciones de calidad en la prestación del servicio, según las 



 

condiciones establecidas en normas de carácter obligatorio, en las 
ofrecidas o en las ordinarias y habituales del mercado." 
 

De acuerdo con lo anterior, los elementos principales de la garantía son los siguientes: 
  Una obligación por un determinado periodo de tiempo.  A cargo del productor y proveedor de un producto, quienes responden 
solidariamente ante los consumidores.  Tiene por objeto el garantizar el buen estado del producto y que el mismo cumpla 
con las condiciones ofrecidas y las exigidas por la ley en relación con la calidad, 
idoneidad y seguridad. 

 
Ahora bien los aspectos incluidos dentro de la garantía legal se encuentran enumerados 
en el artículo 11 de la ley 1480 de 2011, el cual expresa: 

 “Artículo  11. Aspectos incluidos en la garantía legal. Corresponden a la 
garantía legal las siguientes obligaciones: 
 
1. Como regla general, reparación totalmente gratuita de los defectos del 
bien, así como su transporte, de ser necesario, y el suministro oportuno 
de los repuestos. Si el bien no admite reparación, se procederá a su 
reposición o a la devolución del dinero. 
 
2. En caso de repetirse la falla y atendiendo a la naturaleza del bien y a 
las características del defecto, a elección del consumidor, se procederá 
a una nueva reparación, la devolución total o parcial del precio pagado o 
al cambio parcial o total del bien por otro de la misma especie, similares 
características o especificaciones técnicas, las cuales en ningún caso 
podrán ser inferiores a las del producto que dio lugar a la garantía. 
 
3. En los casos de prestación de servicios, cuando haya incumplimiento 
se procederá, a elección del consumidor, a la prestación del servicio en 
las condiciones en que fue contratado o a la devolución del precio 
pagado. 
 
4. Suministrar las instrucciones para la instalación, mantenimiento y 
utilización de los productos de acuerdo con la naturaleza de estos. 
 
5. Disponer de asistencia técnica para la instalación, mantenimiento de 
los productos y su utilización, de acuerdo con la naturaleza de estos. La 
asistencia técnica podrá tener un costo adicional al precio. 
 
6. La entrega material del producto y, de ser el caso, el registro 
correspondiente en forma oportuna. 



 

 
7. Contar con la disponibilidad de repuestos, partes, insumos, y mano de 
obra capacitada, aun después de vencida la garantía, por el término 
establecido por la autoridad competente, y a falta de este, el anunciado 
por el productor. En caso de que no se haya anunciado el término de 
disponibilidad de repuestos, partes, insumos y mano de obra capacitada, 
sin perjuicio de las sanciones correspondientes por información 
insuficiente, será el de las condiciones ordinarias y habituales del 
mercado para productos similares. Los costos a los que se refiere este 
numeral serán asumidos por el consumidor, sin perjuicio de lo señalado 
en el numeral 1 del presente artículo. 
 
8. Las partes, insumos, accesorios o componentes adheridos a los 
bienes inmuebles que deban ser cambiados por efectividad de garantía, 
podrán ser de igual o mejor calidad, sin embargo, no necesariamente 
idénticos a los originalmente instalados. 
 
9. En los casos de prestación de servicios que suponen la entrega de un 
bien, repararlo, sustituirlo por otro de las mismas características, o pagar 
su equivalente en dinero en caso de destrucción parcial o total causada 
con ocasión del servicio defectuoso. Para los efectos de este numeral, el 
valor del bien se determinará según sus características, estado y uso.” 

 
4.1. Término de la Garantía Legal 

 
Dentro de nuestro ordenamiento jurídico la ley 1480 de 2011 define los términos de la garantía legal en su artículo 8 de la siguiente manera:  
 “El término de la garantía legal será el dispuesto por la ley o por la 

autoridad competente. A falta de disposición de obligatorio cumplimiento, 
será el anunciado por el productor y/o proveedor. El término de la 
garantía legal empezará a correr a partir de la entrega del producto al 
consumidor. 
 
De no indicarse el término de garantía, el término será de un año para 
productos nuevos. Tratándose de productos perecederos, el término de 
la garantía legal será el de la fecha de vencimiento o expiración. 
 
Los productos usados en los que haya expirado el término de la garantía 
legal podrán ser vendidos sin garantía, circunstancia que debe ser 
informada y aceptada por escrito claramente por el consumidor. En caso 
contrario se entenderá que el producto tiene garantía de tres (3) meses. 
 
La prestación de servicios que suponen la entrega del bien para la 
reparación del mismo podrá ser prestada sin garantía, circunstancia que 



 

debe ser informada y aceptada por escrito claramente por el consumidor. 
En caso contrario se entenderá que el servicio tiene garantía de tres (3) 
meses, contados a partir de la entrega del bien a quien solicitó el servicio. 
 
Para los bienes inmuebles la garantía legal comprende la estabilidad 
de la obra por diez (10) años, y para los acabados un (1) año.” 

 
Además la misma ley en su artículo 10 define quienes son los responsables de esta 
garantía. 
 “Artículo  10. Responsables de la garantía legal. Ante los consumidores, 

la responsabilidad por la garantía legal recae solidariamente en los 
productores y proveedores respectivos. 
 
Para establecer la responsabilidad por incumplimiento a las condiciones 
de idoneidad y calidad, bastará con demostrar el defecto del producto, 
sin perjuicio de las causales de exoneración de responsabilidad 
establecidas en el artículo 16 de la presente ley.” 

 
4.2. Procedimiento para hacer efectiva la Garantía Legal: 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, el primer paso para poder hacer efectiva la garantía legal 
es la solicitud  por parte del consumidor al productor o proveedor del servicio. Esta 
solicitud se debe elaborar observando lo establecido por el artículo 2 el decreto 735 de 
2013 en concordancia con el artículo 16 del mismo en caso que la garantí legal sea por 
la prestación de un servicio.   “Solicitud de la efectividad de la garantía legal. Para solicitar la efectividad 

de la garantía legal, el consumidor estará obligado a informar el daño que 
tiene el producto, ponerlo a disposición del expendedor en el mismo sitio 
en el que le fue entregado al adquirirlo o en los puntos de atención 
dispuestos para el efecto, a elección del consumidor, y a indicar la fecha 
de la compra o de la celebración del contrato correspondiente. 
 
En caso de que desee hacer efectiva la garantía legal directamente ante 
el productor, el consumidor deberá entregar el producto en las 
instalaciones de aquél. 
 
El producto reparado o el de reposición deberán ser entregados al 
consumidor en el mismo sitio en donde solicitó la garantía legal, salvo 
que el consumidor solicite otro sitio y el productor o expendedor así lo 
acepte. Si se requiere transporte para el bien, los costos deberán ser 
asumidos por el productor o expendedor, según el caso. 
 



 

Parágrafo. El consumidor que ejerza la acción jurisdiccional de 
protección al consumidor deberá haber surtido previamente la 
reclamación directa prevista en el numeral 5 del artículo 58 de la Ley 
1480 de 2011.” 
 
“Artículo 16. Garantía legal en los casos de prestación de servicios. En 
los casos de prestación de servicios, el proveedor del servicio deberá 
dejar constancia escrita de la elección del consumidor sobre la forma de 
hacer efectiva la garantía legal, la cual puede ser la repetición del servicio 
o la devolución del dinero. La Superintendencia de Industria y Comercio 
establecerá los requisitos de la constancia escrita prevista en este 
artículo. Cuando se opte por la repetición del servicio, el proveedor 
asumirá el costo de todos los materiales o insumos que le hubieren sido 
suministrados inicialmente por el consumidor y no podrá cobrarle suma 
alguna por ellos ni por los demás materiales o insumos que sin haber 
sido suministrados por el consumidor se hubieren requerido para la 
prestación del servicio. Cuando se opte por la devolución del dinero, esta 
incluirá el monto de todos los materiales o insumos que hubieran sido 
suministrados por el consumidor para la prestación del servicio.” 

 
Una vez realizada la solicitud de conformidad con el artículo anterior el productor o 
proveedor tomara deberá expresar la  decisión por escrito según el artículo 3 Decreto 735 
de 2013.   

Artículo 3. Decisión del productor o expendedor. De conformidad con lo 
dispuesto en el literal c) del numeral 5 del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011, cuando se niegue o se haga efectiva una garantía legal, el 
productor o el expendedor, según corresponda, debe expresar por escrito 
y de manera sustentada las razones para aceptarla, hacerla efectiva de 
forma diferente a la solicitada o negarla, con las pruebas que justifiquen 
su decisión. El escrito y las pruebas deben ser entregados al consumidor 
al momento de informarle la decisión correspondiente. 
 
El término para resolver la reclamación directa presentada por el 
consumidor empezará a contarse a partir del día siguiente en que el 
consumidor presente la solicitud de efectividad de la garantía legal con 
los requisitos establecidos en el artículo 2 del presente decreto. 
 
Parágrafo. En los casos de efectividad de la garantía legal, de acuerdo 
con lo establecido en el numeral 1 del artículo 11 de la Ley 1480 de 2011, 
como regla general, procederá la reparación totalmente gratuita de los 
defectos del bien y el suministro oportuno de los repuestos. Si el bien no 
admite reparación, se procederá a su reposición o a la devolución del 
dinero. 

 



 

Por otra parte el artículo 4 del mismo decreto establece que en caso de imposibilidad de reparación o de repetición de la falla “el productor o el expendedor, deberá dejar 
constancia escrita de la elección del consumidor sobre la forma de hacer efectiva la 
garantía legal, ya sea con la devolución del dinero o con el cambio del bien por otro en 
los términos del artículo 12 de la Ley 1480 de 2011.”   
 
5. GARANTÍA SUPLEMENTARIA. 
 
La ley 1480 de 2011 en sus artículos 13 y 14 establece lo que se entiende por garantías 
suplementarias en los siguientes términos: 
 “Artículo  13. Garantías suplementarias. Los productores y proveedores 

podrán otorgar garantías suplementarias a la legal, cuando amplíen o 
mejoren la cobertura de esta, de forma gratuita u onerosa. En este último 
caso se deberá obtener la aceptación expresa por parte del consumidor, 
la cual deberá constar en el escrito que le dé soporte. También podrán 
otorgar este tipo de garantías terceros especializados que cuenten con 
la infraestructura y recursos adecuados para cumplir con la garantía. 
 
Parágrafo 1°. A este tipo de garantías le es aplicable la regla de 
responsabilidad solidaria, respecto de quienes hayan participado en la 
cadena de distribución con posterioridad a quien emitió la garantía 
suplementaria. 
 
Parágrafo 2°. Cuando el bien se adquiera en el exterior con garantía 
global o válida en Colombia, el consumidor podrá exigirla al representante de marca en Colombia y solicitar su efectividad ante las 
autoridades colombianas. Para hacer efectiva este tipo de garantía, se 
deberá demostrar que se adquirió en el exterior. 
 
Artículo 14. Requisitos de la garantía suplementaria. Las garantías 
suplementarias deberán constar por escrito, ser de fácil comprensión y 
con caracteres legibles a simple vista.” 

 
 
6. CONSIDERACIONES FINALES EN TORNO A LA CONSULTA PRESENTADA.  
 
En línea con lo anterior, y teniendo en cuenta que a este punto se ha logrado la 
exposición de las consideraciones de orden constitucional, legal, jurisprudencial y 
doctrinal, en el marco de los interrogantes planteados en la solicitud formulada, nos 
permitimos manifestar: 
 
a. En criterio de esta Oficina la constructora no se encuentra en obligación de constituir 

póliza para garantizar el cumplimiento de la garantía legal, dicha póliza podría ser 



 

constituida como garantía suplementaria en los términos del artículo 13 y 14 de la ley 
1480 de 2011.  
  

b. Por otro lado, el procedimiento que debe efectuar la copropiedad para hacer efectiva 
la garantía legal, es el estipulado en las normas ya citadas y en especial el establecido 
en el Decreto 1074 de 2015 en su Artículo 2.2.2.32.3.3 y el Artículo 2.2.2.32.3.4 así: 

 “ARTÍCULO 2.2.2.32.3.3. Garantía legal de bienes inmuebles. En el caso 
de bienes inmuebles, para solicitar la efectividad de la garantía legal 
sobre acabados, líneas vitales del inmueble (infraestructura básica de 
redes, tuberías o elementos conectados o continuos, que permiten la 
movilización de energía eléctrica, agua y combustible) y la afectación de 
la estabilidad de la estructura, definidos en la Ley 400 de 1997, el 
consumidor informará por escrito dentro del término legal de la garantía, 
al productor o expendedor del inmueble el defecto presentado. 
 
El productor o expendedor, entregará una constancia de recibo de la 
reclamación y realizará, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, 
una visita de verificación al inmueble para constatar el objeto de reclamo. 
 
PARÁGRAFO 1. Cuando la solicitud de la garantía legal sea sobre los 
acabados y las líneas vitales, el productor o expendedor deberá 
responder por escrito al consumidor, dentro de los diez (10) días hábiles 
siguientes a la visita de verificación del objeto del reclamo. Este término 
podrá prorrogarse por un período igual al inicial, cuando la complejidad 
de la causa del reclamo así lo requiera, situación que deberá ser informada por escrito al consumidor. 
 
A partir de la fecha de la respuesta positiva dada al consumidor, el 
productor o expendedor reparará el acabado o línea vital objeto de 
reclamo, dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a la respuesta. 
 
Si una vez reparado el acabado o la línea vital, se repite la falla, el 
consumidor a su elección, podrá solicitar una nueva reparación, la 
reposición del acabado o la línea vital afectados o la entrega de una suma 
equivalente al valor del acabado o línea vital afectados. 
 
PARÁGRAFO 2. Frente a la reclamación por la afectación de la 
estabilidad de la estructura del inmueble, el productor o expendedor 
deberá responder por escrito al consumidor, dentro de los treinta (30) 
días hábiles siguientes a la realización de la visita de verificación 
señalada en el presente artículo. Este término podrá ser prorrogado por 
un periodo igual al inicial, cuando la complejidad de la causa del reclamo 
así lo requiera. En todo caso, deberá ser informado por escrito al 
consumidor. 



 

 
A partir de la fecha de la respuesta positiva dada al consumidor y dentro 
del plazo que señalen los estudios técnicos que definan la solución a 
implementar, el productor o expendedor reparará el inmueble, 
restituyendo las condiciones de estabilidad requeridas conforme a las 
normas de sismoresistencia vigentes con que fue diseñado. 
 
De no ser posible la reparación del inmueble ni restituir las condiciones 
de estabilidad que permitan la habitabilidad del mismo, el productor o 
expendedor del bien procederá a la devolución del valor total recibido 
como precio del bien. Para tal efecto, y en caso de existir crédito 
financiero, reintegrará al consumidor tanto el valor cancelado por 
concepto de cuota inicial así como la totalidad de las sumas de dinero 
canceladas por concepto de crédito a la entidad financiera 
correspondiente, debidamente indexado con base en la variación del 
IPC. Así mismo, deberá cancelar a la entidad financiera, el saldo total 
pendiente del crédito suscrito por el consumidor. Una vez realizada la 
devolución del dinero al consumidor y a la entidad financiera, se producirá 
la entrega material y la transferencia del derecho dominio del inmueble al 
productor o expendedor. 
 
En caso de no existir crédito financiero, el productor o expendedor 
deberán reintegrar el valor total cancelado por concepto del bien, 
debidamente indexado con base en la variación del IPC. 
 
En todo caso, el consumidor devolverá el inmueble libre de cualquier gravamen y deuda por concepto de impuestos, servicios públicos o 
cánones de administración. 
 
La devolución del dinero se hará dentro de los quince (15) días hábiles 
siguientes a la fecha en que el productor o expendedor y el consumidor 
suscriban la escritura pública de transferencia de la propiedad del 
inmueble a la persona indicada por el productor o expendedor y siempre 
que se hubiere procedido con el registro de la correspondiente escritura. 
Los gastos de la escritura pública y registro correrán por cuenta del 
productor o expendedor. 
 
PARÁGRAFO 3. Para los bienes inmuebles, el término de la garantía 
legal de los acabados y las líneas vitales será de un (1) año y el de la 
estabilidad de la obra diez (10) años, en los términos del artículo 8 de la 
Ley 1480 de 2011. 
 
(Decreto 735 de 2013, art. 13) 
 



 

ARTÍCULO 2.2.2.32.3.4. Garantía legal de bienes comunes de 
propiedades horizontales. En los bienes inmuebles sujetos al régimen de 
propiedad horizontal, la garantía legal sobre los bienes comunes deberá 
ser solicitada por el administrador designado en los términos del inciso 1 
del artículo 50 de la Ley 675 de 20010 las normas que la modifiquen o 
adicionen. 

 El procedimiento y términos para hacer efectiva la garantía legal de estos 
bienes, será el establecido en el artículo 2.2.2.32.3.3 del presente 
Decreto, según corresponda.” 

 
En el caso de la presentarse algún defecto constructivo que afecte la estabilidad de la 
obra, en cualquier momento, dentro de las 10 años en los cuales la ley establece la 
garantía  legal y hasta un año más, la copropiedad en cabeza del administrador de la 
propiedad horizontal podrán iniciar el trámite de efectividad de la garantía, cuando la 
pretensión vaya encaminada únicamente a la garantía sobre los bienes comunes, tal y 
como se estipula en el Artículo 2.2.2.32.3.4 del Decreto 1074 de 2015. Lo anterior de 
conformidad con numeral 3 del artículo 58 Ley 1480 de 2011. 
 
c. Sin embargo es de advertir que si el consumidor decide promover una acción 

jurisdiccional de protección al consumidor, debe tener en cuenta además de lo 
anterior, los siguientes aspectos: 

 
• Antes de presentar la demanda debe agotar el requisito de procedibilidad previsto 
en el numeral 5 del artículo 58 de la Ley 1480 de 2011, el cual consiste en reclamar 
directamente al productor o proveedor, para lo cual estos expedirán una constancia por escrito, la cual se debe anexar a la demanda. Como alternativa al cumplimiento de este 
requisito, el consumidor puede citar a una audiencia  de conciliación al productor o 
proveedor, caso en el cual anexará a la demanda la constancia o el acta de la audiencia. 
  
• La demanda debe cumplir con los requisitos previstos en el 58 de la Ley 1480 de 
2011 en armonía con el artículo 82 del Código General del Proceso. 
 
• El  proceso,  que  es  de  tipo  verbal  sumario,  se  rige  por  las  reglas  especiales 
consagradas en el artículo 58 de la Ley 1480 de 2011. 
 
• La  competencia  para  conocer  de  la  acción  de  protección  al  consumidor    es  
a  prevención, por lo cual el consumidor  podrá elegir si presenta  la demanda  ante  la 
jurisdicción  ordinaria o ante la Superintendencia de Industria y Comercio. (Numeral 1 
artículo 58 Ley 1480 de 2011). 
 
• En caso de que la demanda sea de mínima cuantía, esto es, que las pretensiones 
no excedan de 40 smmlv, no se requiere de abogado. En caso de que las pretensiones  
sean superiores a ese valor se requerirá de abogado. (Artículo 25 del Código General del 
Proceso) 



 

 
Finalmente le informamos que algunos conceptos de interés general emitidos por la 
Oficina Jurídica, así como las resoluciones y circulares proferidas por ésta 
Superintendencia, las puede consultar en nuestra página web 
http://www.sic.gov.co/drupal/Doctrina-1  
 
En ese orden de ideas, esperamos haber atendido satisfactoriamente su consulta, 
reiterándole que la misma se expone bajo los parámetros del artículo 28 de la Ley 1437 
de 2011, esto es, bajo el entendido que las mismas no comprometen la responsabilidad 
de esta Superintendencia ni son de obligatorio cumplimiento ni ejecución. 
 
Atentamente,  
 
 
JAZMIN ROCIO SOACHA PEDRAZA 
JEFE OFICINA ASESORA JURÍDICA  
 
Elaboró: Carlos Saavedra 
Revisó: Rocío Soacha Aprobó: Rocío Soacha 


